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De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 81 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, que por resolución de 

las catorce horas treinta minutos del veintiocho de mayo del dos mil siete, se dio curso a la acción de 
inconstitucionalidad Nº 06-009358-0007-CO interpuesta por Mauro Murillo Arias, para que se declaren 
inconstitucionales los artículos 3 y 4 de la Ley Constitutiva de la Caja Costarricense de Seguro Social y el 
Reglamento de Afiliación de Trabajadores Independientes. Las normas se impugnan por lesionar los artículos 

11, 28, 46, 121 inciso 1) y 140 incisos 3) y 18) de la Constitución Política. Manifiesta que la Constitución habla 

de los seguros �en beneficio de los trabajadores� lo que obliga a .financiarlos tripartidamente, incluyendo en su 
financiación a los patronos, lo que deja claro que trabajadores serán aquellos que tienen patrono. Alega que si 
bien podría crearse un seguro obligatorio contra quien no es propiamente trabajador (por no ser asalariado) y 
atribuirse su administración a la CCSS, ello no significa que también pueda la Caja reglamentar esa afiliación 
obligatoria. Esa reglamentación no tiene fundamento en la autonomía, la cual solo está referida al gobierno de 

los seguros sociales de los trabajadores asalariados, no de los independientes. El accionante estima que 
existe una reserva de ley en la definición de los elementos esenciales de toda restricción a estos derechos. La 

afiliación obligatoria, en el caso de los libreprofesionales, es una restricción a las libertades que protegen esta 
actividad. En cuanto al artículo 4 impugnado, del juego del encabezamiento, de su inciso b) y de su relación 

con el artículo 3° se deriva que nada impide que a los jubilados se les tenga como asegurados obligatorios 
respecto de su trabajo independiente. Resultan así asegurados obligados en el ejercicio libreprofesional que 
eventualmente desarrollen (no prohibido) que es lo que se objeta. Es inconstitucional obligar a los 
libreprofesionales jubilados a asegurarse, cuando ya están asegurados pues constituye una carga 
desproporcionada. Se lesionan los principios de reglamentación del Poder Ejecutivo y de reserva de ley, así 

como de razonabilidad, en el aspecto de la necesaria proporción de las restricciones y en el aspecto de la 
necesaria justificación de la restricción. La restricción que se les impone con otra afiliación obligatoria en caso 
de que ejerzan profesiones, es doble e injustificada y se traduce en una carga impositiva velada que la ley no 
definió en todos sus elementos esenciales. En relación con el Reglamento de la CCSS, este pretende dar una 
regulación esencial y complementaria de la carga impuesta a los libreprofesionales jubilados, consistente en 
su afiliación obligatoria a los seguros sociales. Es inconstitucional en razón de la reserva de ley en materia de 
restricciones a las libertades fundamentales, cuyos elementos esenciales deben estar dados por ley. La 
reglamentación que hace la CCSS es en perjuicio de las potestades constitucionales propias del Poder 
Ejecutivo. Adicionalmente ese Reglamento no es razonable, pues estaba obligado a considerar en forma 
especial las situaciones especiales, por tratarse, no de un seguro social para los trabajadores, sino de una 
mera restricción a la libertad de empresa, que es en lo que consiste el ejercicio libreprofesional. Así se informa 

para que en los procesos o procedimientos en que se discuta la aplicación de lo cuestionado, no se dicte 
resolución final mientras la Sala no haya hecho el pronunciamiento del caso. Este aviso sólo afecta los 
procesos judiciales pendientes en los cuales se discuta la aplicación de lo impugnado y se advierte que lo 
único que no puede hacerse en dichos procesos, es dictar sentencia o bien, el acto en que haya de aplicarse 
lo cuestionado en el sentido en que lo ha sido. Igualmente, lo único que la acción suspende en vía 

administrativa es el dictado de la resolución .final en los procedimientos tendentes a agotar esa vía, que son 

los que se inician con y a partir del recurso de alzada o de reposición interpuestos contra el acto final, salvo, 
claro está, que se trate de normas que deben aplicarse durante la tramitación, en cuyo caso la suspensión 

opera inmediatamente. Dentro de los quince días posteriores a la primera publicación del citado aviso, podrán 

apersonarse quienes figuren como partes en asuntos pendientes a la fecha de interposición de esta acción, en 

los que se discuta la aplicación de lo impugnado o aquellos con interés legítimo, a .n de coadyuvar en cuanto 
a su procedencia o improcedencia, o para ampliar, en su caso, los motivos de inconstitucionalidad en relación 

con el asunto que les interese. Se hace saber además, que de conformidad con los artículos 81 y 82 de la Ley 

de la Jurisdicción Constitucional y conforme lo ha resuelto en forma reiterada la Sala (resoluciones 0536-91, 
0537-91, 0554-91 y 0881-91) esta publicación no suspende la vigencia de la norma en general, sino 
únicamente su aplicación en los casos y condiciones señaladas. 
San José, 29 de mayo del 2007 
Gerardo Madriz Piedra, 

(46316) Secretario 
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